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Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado))

Dada en Madrid. a cuatro de octubre de mil nove­
cientos noventa ytres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allede.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

. 26754 Sala Primera. Sentencia 286/1993. de 4
de octubre de 1993. Recurso de amparo
2.915/1990. Contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo. que estimó recur­
so de apelación interpuesto por el Consejo
General de la Abogacía. contra la dictada por
la Audiencia Territorial de Las Palmas de Gran
Canaria, declarando que los actos del Co'egio
de Abogados de Las Palmas y del Consejo
General de la Abogacía que impusieron al
recurrente una corrección por escrito, son
conformes a Derecho. Vulneración del dere­
cho a comunicar libremente información:
indebida ponderación de los derechos funda­
mentales en juego. .

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.915/90, interpuesto
por don Antonio Beltrán Sierra, Abogado en ejercicio,
actuando en su propio nombre y derecho contra la Sen­
tencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. de 22
de octubre de 1990. que estima el recurso de apelación
interpuesto por el Consejo General de la Abogacía contra
la dictada por la Sala de lo Contencioso de la Audiencia
Territorial de Las Palmas de Gran Canaria. de 21 de
enero de 1987, declarando que los actos del Co­
legio de Abogados de las Palmas, de 4 de julio
de 1985, y del Consejo General de la Abogacía. de 17
de enero de 1987. que imponen al recurrente una correc­
ción por escrito. son conformes a Derecho. Ha compa­
recido el Consejo General de la Abogacía. representado
por el Procurador de los Tribunales don José Granados
Weil. bajo la dirección del Letrado don Luis Martín Min­
garro y ha sido parte el Ministerio Fiscal. siendo Ponente
el Magistrado don Fernando García-Mon y González-Re­
gueral. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. El 18 de diciembre de 1990 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal un escrito de don Antonio
Beltrán Sierra, Abogado en ejercicio. quien actuando en
su propio nombre interpone recurso de amparo contra·
la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo.
de 22 de octubre de 1990. que estima el recurso de
apelación interpuesto por el Consejo General de la Abo­
gacía contra la dictada por la Sala de lo Contencioso
de la Audiencia Territorial de Las Palmas de Gran Canaria.

de 21 de enero de 1987, declarando que los actos dei.
Colegio de Abogados de las Palmas. de 4 de julio
de 1985 y del Consejo General de la Abogacía. de 17
de enero de 1987. que imponen al recurrente una correc­
ción por escrito. son conformes a Derecho.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis. los siguientes:

a) Como consecuencia de la queja presentada por
varios Abogados pertenecientes al Colegio de Las PaJ..
mas. por el contenido de varios artículos publicados por
el recurrente en la sección ccTribunales)) del diario cela
Provincia)), el Colegio de Abogados inicia contra él un
expediente disciplinario que concluye, mediante Acuerdo
adoptado por unanimidad de la Junta de Gobierno del
Colegio, el 2 de agosto de 1985, en el que estima que
los hechos constituyen una falta de las previstas en el
arto 115.c del Estatuto de la Abogacía (infracciones leves
de los deberes que la profesión impone), por lo que
le impone la sanción de apercibimiento por escrito pre­
vista en el arto 116.3 a).

b) El señor Beltrán interpone recurso de súplica ante
el Consejo General de la Abogacía, que lo desestima'
por acuerdo de 17 de enero de 1986. razonando al
respecto que ccEI Letrado recurrente, además de tal cua­
lidad es cronista de tribunales del periódico ·Canarias·,
(sic) y en sus crónicas exalta su actuación profesional
y la comenta elogiosamente. a la vez que desmerece
la de los demás Letrados. concretamente la de los denun­
ciantes. e incluso la de algún miembro de la Junta de
Gobierno del Colegio de Las Palmas que han intervenido
en el mismo asunto y hasta anticipa lo que él piensa
va a ser el contenido de la Sentencia)); que cces indis­
cutible que en la conducta como periodista -en la que
el Consejo no puede entrar- a la que se une su condición
de Abogado en ejercicio. que publica una referencia de
actuaciones profesionales en un medio de comunicación
como es el diario ccCanarias)) (sic). si puede y debe entrar
el Consejo cuando tal crónica afecta a la honorabilidad
y preparación profesional de los Letrados denunciantes...
información que no puede tener el amparo constitucional
que establece y regula el arto 20 de la Constitución. por­
que su actuación. al expresar conceptos que suponen
un demérito para sus compañeros. crea un estado de
malestar entre ellos. entra de lleno en la restricción de
la libertad de expresión que regula el mencionado
arto 20 de la C.E. en su núm. 4)) y que cela sanción...
no sólo es consecuencia de una conducta perfectamente
tipificada en el Estatuto General de la Abogacía; sino
ajustada en cuanto a su sanción a lo establecido en
el referido Estatuto)).

c) Interpuesto recurso contencioso-administrativo
por el ahora recurrente en amparo. es estimado por Sen­
tencia de 21 de enero de 1987 de la Sala de lo Con­
tencioso Administrativo de la Audiencia Territorial de
Las Palmas. que anula los referidos Acuerdos.

La Sala comienza razonando que las circunstancias
determinantes del expediente son debidas al hecho de
ser el recurrente a la vez periodista y Letrado en ejercicio,
circunstancia en modo alguno declarada incompatible.
por lo que ccante la ausencia de tal prohibición mal puede
deducirse una intención publicitaria por el mero hecho
de firmar -al margen de su contenido- crónicas o noticias
relacionadas con los Tribunales. A partir de esa afirma­
ción centra el tema en el problema de si para el perio­
dista-Letrado existen una serie de limitaciones (relativas
al contenido de sus publicaciones) más estrictas y espe­
cíficas que las genéricamente establecidas en la propia
Constitución para el solamente periodista. o. desde otra
perspectiva. si el sometimiento a un estatuto profesional
distinto al de periodista pero compatible con él puede
suponer un -plus· de limitación a la libertad de expresión.
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Razona a continuación sobre el principio de publicidad
de los juicios y su importancia tanto para el principio
democrático como para el "proceso público con todas
las garantías". Considera que "no parece que sea el cam­
po de ejercicio de la potestad sancionadora el más ade­
cuado para buscar e incluso determinar los límites de
la libertad de expresión. cuando por el aspecto profe­
sionalizado y específico de la información de que se trata
resulta al menos razonable que el intermediario natural"
sea un Letrado. quien como ya se ha dicho no cuenta
con incompatibilidad alguna al respecto. ni parecen exi­
gibles. en su actuación periodística. los deberes propios
y específicos de su condición de Letrado. incidiendo y
actuando como límite ;ntu;to personae de la libertad de
expresión)).

d) . Interpuesto recurso de apelación por el Consejo
General de la Abogacía, el Tribunal Supremo. por Sen­
tencia de la Sección Quinta de la Sala Tercera. de 22
de octubre de 1990 lo estima. haciendo suyos los argu­
mentos del Consejo General, de forma que considera
que la Sentencia de instancia. si bien es acertada al
contrastar las publicaciones con los preceptos estatu­
tarios que impiden la publicidad de los servicios
(art. 31 Estatuto) y con la obligación de respetar y guar­
dar consideración a los compañeros de profesión (46.c),
y tras concluir que han sido conculcados. sin embargo
desvía la cuestión desde dichas conclusiones hacia la
libertad de expresión de los periodistas, razonamiento
que no es acertado. puesto que está específicamente
sujeto a su estatuto profesional, y «por consecuencia.
no le es factible. amparándose en la libertad de expresión
periodística. realizar solapadamente lo que su estatuto
profesional de abogado le prohíbe expresamente)). con­
cluyendo que ((si el recurrente en instancia quiere actuar
con la amplia libertad de expresión de los periodistas.
puede él hacerlo. pero en la inteligencia de que si por
ser simultáneamente Abogado infringe el Estatuto de
la Abogacía. podrá ser. como lo ha sido. sancionado)).

3•. La demanda considera que la Sentencia de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo vulnera el contenido
del arto 20 de la C.E.. así como copiosa doctrina juris­
prudencial de este Tribunal en relación con este derecho.
aun cuando sea Abogado en ejercicio y periodista, de
forma que si en su función periodística perjudica u ofen­
de a compañeros Letrados en su ejercicio de la libertad
de expresión. estos supuestos excesos deben ser corre­
gidos por otras vías y no por la sanción disciplinaria
como Abogado. Por ello solicita la estimación del recurso.
la nulidad de la Sentencia del Tribunal Supremo. así como
su suspensión durante la tramitación del recurso y la
confirmación de la dictada por la Audiencia Territorial.

4. La Sección Primera. por providencia de 18 de
febrero de 1991. acordó con carácter previo a decidir
sobre la admisión del recurso. requerir de los órganos
judiciales 105 antecedentes del recurso. Por nueva pro­
videncia de 11 de abril acordó tener por recibidos 105
antecedentes. admitir a trámite la demanda. tener por
personado al Procurador de los Tribunales don José Gra­
nados Weil, en nombre y representación del Consejo
General de la Abogacía. conceder un plazo de veinte
días a las partes para que formulen las alegaciones que
estimen pertinentes y tramitar la correspondiente pieza
separada de suspensión.

5. Tramitada la pieza de suspensión. y tras las ale­
gaciones pertinentes. se dicta el Auto de la Sala Primera
de 20 de mayo de 1990 en el que se resuelve suspender
la ejecución de la sanción interpuesta.

6. El Ministerio Fiscal considera que el problema
está correctamente planteado por la Sala de lo Con­
tencioso de Las Palmas. cuando señala que se trata de

dilucidar si para el periodista-Letrado existen unas limi­
taciones más estrictas y específicas que las genérica­
mente establecidas en la propia Constitución para el
periodista. o. desde otra perspectiva. si el sometimiento
a un estatuto profesional distinto del periodista pero com­
patible con él puede suponer un «plus)) de limitación
a la libertad de expresión. A partir de ese planteamiento
afirma que. de acuerdo a reiterada jurisprudencia de este
Tribunal (SSTC 69/1983. 120/1983. 88/1985.
6/1988 Y AATC 171/1985 y 1121/1988). es posible
condicionar o limitar la libertad de expresión en deter­
minados ámbitos concretos. de forma que la relación
de sujeción especial que une a un Abogado con su Cole­
gio Profesional es susceptible de condicionar su libertad
de expresión. sometiéndola a ciertas peculiaridades. Sin
embargo contrasta ese hecho con tratarse de una infor­
mación difundida por un medio de comunicación ins­
titucionalizado. con el principio general de publicidad
de las actuaciones judiciales. tal como ha sido definido
en la STC 30/1982, y con el hecho de que no exista
en modo alguno incompatibilidad entre la profesión de
Letrado y la de cronista de tribunales. y concluye que
la posición preferente de la libertad de expresión e infor­
mación. y el carácter restrictivo que debe darse a sus
límites. obligaban al Tribunal Supremo a efectuar una
ponderación de 105 bienes en pugna. que tuviera en cuen­
ta el principio de proporcionalidad de 105 sacrificios. lo
que exigía una mayor explicitación de las causas con­
cretas por las que la libertad de expresión del recurrente
se veía constreñida por un expediente sancionador, valo­
ración que no se ha producido de forma sufic;iente, por
lo que concluye solicitando la estimación del recurso.

7. El Consejo General de la Abogacía. solicita.
mediante escrito presentado el 5 de julio de 1991. la
desestimación del recurso. Afirma que. dejando al mar­
gen cuestiones de mera legalidad ordinaria. el único con­
tenido del recurso es la existencia o no de la supuesta
colisión entre la sanción impuesta al recurrente y el
arto 20 de la C.E. A partir de ese planteamiento considera
que no puede llevarse al campo de 105 derechos fun­
damentales algo que queda perfectamente acotado y
resuelto en el terreno de la legal¡dad ordinaria y en el
ámbito del Derecho sancionador. ya que las conductas
objetivamente sancionables del Abogado (menosprecio
de compañeros. publicidad) no dejan de serlo por el
hecho de haber sido realizadas mediante la publicación
en un periódico. por lo que el asunto no puede ser pre­
sentado como una colisión de una decisión colegial con
el derecho de la libre expresión. sino que se trata sim­
plemente de infracciones de normas específicas vigentes
y eficaces de la profesión de abogado. profesión que
no es incompatible con la de periodista. ni para el Abo­
gado hay límites generales' que no tienen 105 demás
ciudadanos en su libertad de expresión. pero sí tiene
normas de comportamiento que le son exigibles pre­
cisamente por la importancia social de la profesión, de
forma que sin afectar a su libertad de expresión. y si
en su ejercicio vulnera 105 principio éticos de la profesión
de Abogado. puede sufrir el reproche disciplinario corres­
pondiente. ya que ninguna norma de la Abogacía puede
excluir de su cumplimiento a quienes compatibilizan ésta
con el ejercicio del periodismo.

8. El recurrente. mediante escrito registrado el 30
de julio de 1991. denuncia una serie de irregularidades
procesales del expediente disciplinario, niega la autoría
de determinadas informaciones. y la incursión de su con­
ducta en 105 tipos disciplinarios aplicados. no contenien­
do alegación alguna en relación a la supuesta vulneración
del art. 20 de la C.E.
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9. Por providencia de 7 de julio de 1993. se fijó
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 12 del mismo mes. en cuya fecha se inició el
trámite que ha finalizado en el día de hoy.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo. dejan­
do al margen toda una serie de supuestas irregularidades
procedimentales de mera legalidad ordinaria y que son
introducidas como improcedente ampliación del conte­
nido. de la demanda por el escrito de 30 de julio
de 1991. es analizar si la sanción disciplinaria de «aper­
cibimiento por escrito» impuesta al recurrente por la Jun­
ta de Gobierno del Colegio de Abogados de las Palmas.
cuya licitud fue definitivamente declarada por la Sen­
tencia del Tribunal Supremo de 22 de octubre de 1990.
vulnera su derecho fundamental a comunicar libremente
información veraz [arto 20.1 d) C.E.].

2. La resolución de los problemas jurídicos presen­
tes en este recurso requiere reseñar. con la necesaria
brevedad. los antecedentes del pleito constitucional. A
tenor de la demanda de amparo. de las alegaciones de
las partes y de las actuaciones judiciales remitidas a
este Tribunal resulta acreditado que:

a) El recurrente compatibilizaba su condición de
Abogado en ejercicio adscrito al Colegio de las Palmas.
con su colaboración habitual en el diario «la Provincia)).
en el que se encargabá de la crónica de Tribunales.

b) Como consecuencia de la queja presentada por
varios colegiados. la Junta de Gobierno del Colegio de
Abogados de las Palmas inició un expediente discipli­
nario contra él. que concluyó en la sanción de (caper­
cibimiento por escrito». prevista en el art. 116.3.a) del
Estatuto General de la Abogacía. por entender que algu­
nas de sus colaboraciones en el mencionado diario vul­
neraban la prohibición estatutaria de realizar publicidad
de sus servicios (art. 31) Y la de respetar y guardar con­
sideración a los compañeros de profesión (art. 46.c).
sanción disciplinaria que fue confirmada por el Consejo
General de la Abogacía.

c) Interpuesto recurso contencioso administrativo.
el recurrente obtiene dos resoluciones de signo contrario
en la jurisdicción ordinaria. La discrepancia fundamental
entre ambas Sentencias se cifra en la respuesta que
obtiene el principal problema jurídico presente en este
recurso; si el sometimiento a un estatus profesional dis­
tinto al de periodista puede suponer un «plus» en relación
a los límites de su libertad de expresión. que recibe una
respuesta negativa en el Tribunal de instancia y por el
contrario positiva ante el Tribunal Supremo.

3. Así planteado el recurso la misión de este Tribunal
es resolver una doble cuestión; en primer lugar si para
el recurrente. en su condición de Letrado se pueden
derivar. en abstracto. límites específicos y más incisivos
en su libertad de información de los que competen a
los periodistas. o en general al conjunto de los ciuda­
danos. límites que justificarían una eventual sanción dis­
ciplinaria colegial en caso de ser quebrantados. y en
segundo lugar. si partiendo de la licitud de dichos con­
dicionantes. puede ser considerada acorde al arto 20
C.E. la concreta sanción que le ha sido impuesta. ya
que es evidente que en ningún caso esos límites o con­
dicionantes pueden suponer una pérdida del núcleo
esencial de libertad de información que como ciudadano
le corresponde.

4. Respecto del primero de los problemas plantea­
dos es claro que. como afirma el Ministerio Fiscal. la
jurisprudencia de este Tribunal ha considerado lícito la
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lim!tación en el ejerciciC? de derechos fund.é!mentale8i
y smgularmente de las Itbertades de expreslon e infor.. ,
mación, como consecuencia de las relaciones profesio­
nales a las que se encuentra sometido un ciudadallQ.·'
en la esfera de su actividad de su vida privada. y muy.;
especialmente de las derh(adas de su ejercicio prof.;
siona!. De ellas surgen una serie de condicionamientoS'­
al ejercicio de esos derechos fundamentales, de forma'
que. cuando son desbordados. se pueden producir una
serie de consecuencias negativas en su ámbito prata;.·"
sional. frente a las cuales no cabe alegar Iícitamentai
el ejercicio de un derecho fundamental como la libertact
de expresión. sencillamente porque se trata de algo ajeno·
al mismo, en cuanto éste ha sido previamente delimitado/,
como una derivación lícita de esa situación en la que,·
voluntariamente se ha situado.

En este sentido este Tribunal ha declarado que «la
libertad de expresión no es un derecho ilimitado•. pues
claramente se encuentra sometido a los límites que td.
arto 20.4 de la propia Constitución establece... y al mismo
tiempo su ejercicio debe enmarcarse. en cualquier.
supuesto. en unas determinadas pautas de comport8o\;'
miento que el arto 7 del Código Civil expresa con carácter·
general. al precisar que los derechos deberán ejercitarse
conforme a las exigencias de la buena fe. y que en el:
supuesto de examen tieneri una específica manifestaci6rl.
dentro de la singular relación jurídico-Iaboral que vincule.
a las partes. no siendo discutilile que la existencia de:
una relación contractual entre trabajador y empresario;
genera un complejo de derechos y obligaciones recf,..
procas que condiciona. junto con otros. también el ej~
cicio del derecho a la libertad de expresión. de modo:
que manifestaciones del mismo que en otro contexto
pudieran ser legítimas, no tienen por qué serlo n~
sariamente dentro del ámbito de dicha relación»:
(STC 120/1983. fundamento jurídico 2.°). de forma que,
cela emisión o difusión de opiniones en forma desajustada
a lo que constituye una regla de general observancia
en el tráfico jurídico convierte en ilícito y abusivo el ejer­
cicio de la libertad de expresión, pudiendo por consi-.
guiente entrar en juego el cuadro de responsabilidades' .
contractuales derivadas del incumplimiento del deber
de buena fe». (STC 88/1985. fundamento jurídico 3.°.
doctrina reiterada. entre otros, en los AATC 171/1985'
y 1121/1988).

No surge ninguna duda al afirmar que la doctrina
expuesta. si bien surgida en el campo laboral. es de
posible aplicación mutatis mutandi a las relaciones que
se crean entre un determinado Colegio Profesional y sus
colegiados, de las que surgen un haz de derechos V
obligaciones recíprocas y una expresa sumisión por parte
de quien libremente decide ejercer la profesión al rég;'
men disciplinario que la regula. Tampoco parece dudoso
que entre las obligaciones que como miembro ~e tal
Corporación asume el recurrente para un ejercicio orde­
nado y adecuado de la profesión se pueden encontrar
aquellas cuyo incumplimiento ha generado su sanción.

En definitiva. es claro que el recurrente se encontraba
sometido a su estatuto profesional. y que de esa sllmisión
se derivan, como afirma la Sentencia del Tribunal Supre­
mo impugnada, y en contra de las pretensiones del
recurrente. una serie de limitaciones o condicionamien­
tos al ejercicio de su libertad de expresión.

5. Lo hasta aquí expuesto. no exime sin embargo
a este Tribunal de analizar el segundo de los aspectos
presentes en el recurso: la licitud de la concreta sanción
disciplinaria interpuesta. problema que se puede plan­
tear, con la STC 6/1988, fundamento jurídico 5.°. en
los siguientes términos:

«Esta libertad, sin duda, no podrá invocarse lícitamen­
te para romper el marco normativo y contractual de las

.'
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relaciones jurídico privadas. pero tampoco los principios
que informen estas últimas y que preserven el honesto
y leal cumplimiento por las partes de sus obligaciones
respectivas. podrán entenderse en términos tales que
se impida. más allá de los imperativos propios impuestos
por el contrato. el ejercicio de la libertad civil que la
.Constitución preserva)). _ .

Se trata en consecuencia. también en este supuesto.
de realizar una ponderación de los bienes constitucio­
nales en juego. de forma que. partiendo de la licitud
ya ·definida de los límites de la libertad de información
específicamente aplicables a quien como Abogado en

>'.ejercicio ejerce en un medio de comunicación su libertad
de expresión. es preciso analizar si en el caso concreto
.el Tribunal Supremo ha realizado una interpretación ade­
cuada de los mismos. ya que evidentemente resultaría
constitucionalmente inaceptable la extensión de los cita­
dos límites más allá de lo que constituyen su ámbito
propio de lícita actuación. sometiendo a restricciones
indebidas el núcleo esencial de la libertad de información
que al recurrente. como cualquier ciudadano. ha de tener
garantizado.

Este es precisamente el punto de vista que adopta
en su informe el Ministerio Fiscal. cuando dice en el
apartado 8.0 de sus alegaciones que (da posición pre­
ferente de la libertad de expresión e información frente
a sus límites (STC 107/1988. entre otras). y el carácter
restrictivo que a éstos debe darse. obligaban al órgano
judicial -en este caso el Tribunal Supremo- a efectuar
una ponderación de los bienes en pugna (STC
104/1986) que tuviera en cuenta el princípio de pro­
porcionalidad de los sacrificios (por todas. STC
37/1989). Ello exigía una mayor explicitación de las cau­
sas concretas por las que la libertad de expresión del
solicitante de amparo se veía constreñida por un expe­
diente sancionador. máxime teniendo en cuenta el medio
de difusión de tales expresiones. el carácter de periodista
de su autor y el interés público de las mismas. Tal valo­
ración no ha existido suficientemente...)); por lo que con­
cluye el Ministerio Fiscal solicitando la concesión del
amparo.

Es evidente. y así lo hemos reiterado en numerosas
ocasiones (por todas. SSTC 105/1990. 171/1990
y 172/1990) que en el conflicto entre las libertades
reconocidas en el arto 20 C.E. y otros bienes constitu­
cionalmente protegidos. los órganos judiciales deben.
habida cuenta de las circunstancias del caso. ponderar
si la información se ha llevado a cabo dentro del ámbito
de dicha protección constitucional. o por el contrario
.si ha trasgredido ese ámbito. de forma que siendo inexis­
tente o insuficiente la citada ponderación este Tribunal
ha declarado la nulidad 'de las resoluciones judiciales.
(entre otras. SSTC 104/1986 y 227/1992).

Una lectura atenta de la Sentencia recurrida lleva a
este Tribunal a compartir las conclusiones del Ministerio
Fiscal en orden a la estimación del recurso. En efecto.
tratándose. como hemos destacado. de un problema de
límites a la libertad de información de quien ejerce una
profesión colegiada y sometida a un Estatuto. es patente
que la decisión judicial hubiera exigido constitucional­
mente un razonamiento suficiente en orden a determinar
y concretar el exceso o extralimitación en el ejercicio
del derecho fundamental del recurrente que lo convierte
en susceptible de sanción colegial sin vulnerar el prin­
cipio de proporcionalidad de los sacrificios en el ejercicio
de un derecho fundamental en cuanto desborda el ámbi­
to de la libertad de información para incidir en una con­
ducta sancionable desde la óptica de la disciplina
colegial.

Tal valoración exige en primer lugar una referencia
concreta a las' informaciones susceptibles de sanción

disciplinaria. valorando y especificando el reproche de
las afirmaciones en ellas contenidas. Una vez determi­
nadas éstas hubiera sido necesaria contrastarlas con una
serie de principios como el de publicidad de los juicios
no sólamente en su dimensión personal de ((proceso
p'úblico)) del arto 24.2 C.E.. sino en cuanto implica
(STC 30/1982) que éstos sean conocidos más allá del
circulo de los presentes en los mismos. siendo los medios
de comunicación los intermediarios naturales entre la
noticia y la generalidad de los ciudadanos. Es indiscutible

.que los medios de comunicación institucionalizados con-
tribuyen de forma sustancial no sólo a la plena realización
del principio de publicidad de las actuaciones judiciales.
sino también a la formación de la opinión pública en
torno a los conflictos sociales que son resueltos en sede
jurisdiccional. Por ello resulta también evidente que la
libertad de ~nformación que debe ser constitucionalmen­
te protegida incluye la información crítica de las reso­
luciones judiciales y de las actuaciones profesionales con
ellas relacionadas. en materias que son. por su propia
definición. de interés general. Parece también adecuado
que quien se ocupe de la información relacionada con
los procesos sea un profesional que por su condición
de Abogado. en modo alguno incompatible con la de
informador. y su conocimiento técnico de la materia.
está en condiciones de contribuir de forma más ade­
cuada a la formación de una opinión pública libre. Por
último es evidente que la libertad de información tanto
en su dimensión individual como en su dimensión ins­
titucional sería dañada sí quien la realizara sufriera una
sanción sin que en su imposición hubieran sido ade­
cuadamente ponderadas el conjunto de circunstancias
expuestas.

En este contexto. en el que la libertad de información
adquiere una clara primacia. no cabe ciertamente excluir
q'ue informaciones concretas puedan provocar reaccio­
nes por parte de los afectados que merezcan ser pro­
tegidas jurídicamente mediante el ejercicio de las accio­
nes oporturnas de derecho de rectificación. de protec­
ción civil del honor. la intimidad y la propia imagen o
incluso penales. Es también concebible que esas mismas
informaciones puedan merecer un reproche colegial y
la imposición a su autor de la correspondiente sanción
profesional. Sin embargo. desde la óptica de la protec­
ción de los derechos fundamentales que debe proteger
en última instancia este Tribunal. tales sanciones vul­
nerarían la libertad de información si su imposición no
viene precedida de una adecuada ponderación entre los
derechos fundamentales en juego.

Pues bien. siendo el papel del Tribunal Constitucional
en estos supuestos el valorar sí la ponderación efectuada
por los órganos judiciales ha sido realizada correctamen­
te o no (STC 105/1990). hay que concluir que ello no
sucede en términos suficientes en la Sentencia impug­
nada. en cuanto que no se valora o no se hace de forma
suficiente la incidencia en la sanción colegial de ele­
mentos como el principio de publicidad de los juicios,
el papel de los medios de comunicación, el contenido
concreto de la información. y en definitiva el principio
de proporcionalidad de los sacrificios. por lo que no cabe
sino compartir la apreciación del Ministerio Fiscal en
orden a la estimación del recurso de amparo. y en con­
secuencia anular la Sentencia impugnada. declarando
la firmeza de la dictada en instancia por la Sala de lo
Contencioso de la extinta Audiencia Territorial de Las
Palmas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.
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Ha decidido

Estimar el presente recurso de ampar~. y en con­
secuencia declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo d~ 22 de octubre.de 1990,
objeto de este recurso, y la firmeza. de la dIctada. en
instancia por la Sala de lo ContencIoso de la extinta
Audiencia Territorial de Las Palmas.

Publíquese esta Sentencia en el ((Boletín Oficial del
Estado»,

Dada en Madrid, a cuatro de octubre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno S.en­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Vllla­
lón.-Firmado y Rubricado.

Sala Primera. Sentencia 287/1993, de 4
de octubre de 1993. Recurso de amparo
28/1991. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Valencia, dimanante del proce­
dimiento abreviado seguido en el Juzgado de
lo Penal núm. 5 de Valencia. Falta de invo­
cación formal del derecho presuntamente
vulnerado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compues­
ta por don Miguel Rodrígue~-Piñero y Bra~o-Ferrer, Pre­
sidente' don Fernando Garcla-Mon y Gonzalez-Regueral,
don Ca'rlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedrb
Cruz Viílalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 28/91, interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Paulino Mon­
salve Gurrea, en nombre y representación de don Ju~n

Muro de Zaro y Gil Vargas, asistido del Letrado do~ Javier
Boix Reig, contra Sentencia, de 27 de novlem.bre
de 1990, dictada por la Sección Primera de la Audl~n­

cia Provincial de Valencia en el rollo de apelaCión
. núm. 241/90, dimanante del procedjmiento abrevia~o
seguido en el Juzgado de lo Penal numo 5 de ValenCia
con el núm. 93/90. Han intervenido el Ministerio Fiscal
y don Manuel Más Francés representado por el Procu­
rador don Juan Miguel Sánchez Masa y defendido por
el Letrado don Antonio Pérez Gil, sier,¡do Ponente el
Magistrado don Fernando García-Mon y González-Regue­
ral. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 4 de enero de 1991, don Paulino Monsalve Gurrea,
Procurador de los Tribunales, en nombre y representa­
ción de don Juan Muro de Zaro y Gil Vargas, interpone
recurso de amparo contra Sentencia. de 27 de noviem­
bre de 1990, dictada por la Sección Primera de la Audien­
cia Provincial de Valencia en el rollo de apelación
núm. 241/90, dimanante del procedimiento abreviado
seguido en el Juzgado de lo Penal núm. 5 de Valencia,
con el núm. 93/90.

La demanda se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos: .

a) En el Juzgado de Instrucción núm. 10 de los de
Valencia se siguieron diligencias previas núm. 293/89,
por los delitos de alzamiento de bienes y falsedad en
documento público, que luego se transformaron en el .
procedimiento abreviado 93/90, formI;Jlándose acus_a- I
ción contra don Juan Muro de Zaro y Gil Vargas y dona
Begoña García-Parreño lñarra. Tanto el Ministerio Fiscal
como la acusación particular calificaron los hechos como
constitutivos de un delito de alzamiento de bienes pre­
visto en el arto 519 del Código Penal y otro de falsedad
en documento público previsto en los arts. 302.4 y 303
del mismo cuerpo legal. . , ... .

b) Una vez concluida la instrucclon, se reml~leron

las actuaciones al Juez de lo Penal. correspondiendo
al núm. 5 de los de Valencia. Después de seguir los
trámites legales y de celebrado el juicio oral, con inter­
vención de las partes acusadoras y de los acusados, .
debidamente representados y asistidos ~o~ Letrado, etc
Juez dictó Sentencia con fecha 10 de Julio de 1990,
por la que condenó a los acusados como responsables
en concepto de autores de un delito de alza.~iento de
bienes y otro de falsedad en documento ofiCial. a las
penas correspondientes. También. les conden~ a qu~
satisfacieran conjuntamente en concepto de mdemnr~
zación de daños y perjuicios a don Manuel Más Francés
en la cantidad de 7.500.000 pesetas.

c) Contra la anterior Sentencia los acusados formu­
laron recurso de apelación, que fue resuelto por la S~e­
ción Primera de la Audiencia Provincial de ValenCia,
mediante Sentencia de 27 de noviembre de 1990. En
ella se estimó parcialmente el recurso y modificó la del
Juzgado sólo en el sentido de absolver a doña Begoña
García-Parreño lñarra de los delitos por los que había
sido condenada en instancia.

2. Don Juan Muro de Zaro y Gil Vargas, por medio
de su representación, interpone de~anda de a!!,pa~()
que dirige contra la citada SentenCIa de la AudIenCia
por entender que vulnera los derechos fundamentales
siguientes: derecho a un proceso con todas las garantías,
derecho a la presunción de inocencia y el derecho a
la tutela. judicial efectiva, reconocidos todos en el
arto 24.1 Y 2 de la Constitución. Expone el actor, en
primer lugar, que se ha vulnerado el derecho a un pro­
ceso con todas las garantías y, en particular, la vuln~

ración de los principios de contradicción y acusatorio
y. consiguientemente, la tutela. judicial ~fectiva. S~ñala
que las maniobras de ocultaCión de bienes mediante
las capitulaciones matrimoniales formalizadas, q~e se
le imputan en la Sentencia, no fueron formuladas ni pro­
badas: asimismo. se omitió todo debate y prueba sobre
la actuación social y el perjuicio irrogado.

En segundo lugar, aduce como infringido el derecho
a la presunción de inocencia consagrado en el arto .24.2
de la Constitución, y lo funda en que la Sentencia de
la Audiencia ha prescindido de la mínima actividad pro­
batoria revestida de las pertinentes garantías procesales,
con el carácter de prueba de cargo, referida tanto a
los elementos objetivos como subjetivos de la infracción
criminal.

Por último se denuncia la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). aduciendo
tres posibles motivos: falta de m.otiyación. de la S~nten­

cia, incongruencia. con la consigUiente Indefens!ón al
no resolver todas las pretensiones de las partes, e incon­
gruencia omisiva por no haber pronunciamiento moti­
vado en la condena por vía de responsabilidad civil.

3. Por providencia de 11 de marzo de 1991. la Sec­
ción Primera (Sala Primera) acordó admitir a trámite la


